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DECLARACIÓN DE PERTENENCIA / VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL / AVALÚO DEBE CORRESPONDER A LA FECHA EN QUE SE CUMPLIÓ EL TIEMPO DE POSESIÓN / INGRESO A INMUEBLE FUE COMO MERO TENEDOR / NO DEMOSTRÓ INTERVERSIÓN DEL TÍTULO / CONFIRMA / NIEGA / Para empezar por esto último, a decir verdad en el asunto que se examina, faltó acreditar la calidad de la vivienda, aspecto que en varias ocasiones ha sido tratado por la Sala. Como viene de decirse, dos son los elementos que deben cumplirse para tal efecto: el precio y la destinación del bien, esto es, que sirva a una solución habitacional para personas de escasos recursos. En estos requisitos no juega aquel elemento que en anterior ocasión tuvo en cuenta otra Sala de esta Corporación (f. 89, c. 1), atinente a que el bien debe hacer parte de un plan de vivienda o de una solución que brinde el Estado. Nunca esta Sala lo ha considerado de esa manera, y por ello, se aparta de tal definición, por cuanto en ninguna de las normas referidas se incluye un presupuesto de esa naturaleza; basta con que el inmueble constituya una verdadera solución habitacional y que esté dentro del rango de precios que señala la ley. 

La cuestión es que, como se advirtió antes, el avalúo a tener en cuenta es el comercial, y para el caso, ha debido ser el correspondiente al año 2009, que es cuando, según los hechos de la demanda, se cumplirían los cinco años de la alegada posesión. El valor máximo para ese año ascendía a $67’081.500,oo  (que resulta de multiplicar 135 por el salario mínimo de ese año). Sin embargo, la única prueba que se trajo sobre el valor comercial del predio, es el dictamen que reposa a partir del folio 52 del cuaderno 5, en el que el perito se contrae al año 2013 y concluye que era del orden de los $73’800.000,oo. Este valor es inaceptable, porque no corresponde al año en el que, en apariencia, se cumplió el tiempo para ganar por prescripción; y tampoco se aportó ninguna otra prueba que indique cuánto valía el bien, comercialmente se insiste, para ese año 2009, con lo que se podría concluir que falla ese primer presupuesto para la viabilidad de las pretensiones.
(…)

De estos tres testimonios no se infiere, en lo más mínimo, que Andrés Orozco Salemi hubiese llegado al inmueble ubicado en la carrera 2 No. 22-28 de Pereira, en calidad de poseedor; recibió un encargo de su tío Héctor, para que cuidara la casa y, a la vez, le hiciera unas mejoras, para cuando él regresara de Estados Unidos, lo que se frustró con su muerte (f. 9, c. 1). Es decir, que su ingreso al predio fue como mero tenedor. 

Y si ello es así, bien sabido se tiene que “El simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión”, según regula el artículo 777 del C. Civil. Esta regla, tajante como es, admite, no obstante, que un tenedor pueda intervertir su título, esto es, pasar de serlo, a considerarse verdadero poseedor del bien que quiere usucapir. Mas, para ello es imprescindible que se demuestre, de un lado, que hubo esa intención de cambio; que el mismo efectivamente ocurrió, es decir, que en un momento dado se rebeló contra el propietario y lo despojó de su posesión; y cuándo operó, de lo contrario, ningún beneficio puede reportar para sí, con miras a ganar por el modo de la prescripción, el dominio del bien.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA
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Expediente: 66001-31-03-001-2011-00164-02
Acta Nº 214 de junio 20 de 2018
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia que dictó el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 21 de agosto de 2015, en el proceso abreviado de pertenencia de vivienda de interés social, instaurado por Andrés Orozco Salemi frente a Jacqueline Bueno Mattus, los herederos de Héctor Andrés Salemi Cartagena y  las demás personas indeterminadas.
1.
ANTECEDENTES

1.1. Las pretensiones.

  



Por medio de apoderado judicial, pidió el demandante que se le declarara dueño del inmueble ubicado en la carrera 2 No. 22-82 de Pereira, matriculado bajo el número 290-48468, descrito por sus linderos en los hechos de la demanda y que, como consecuencia de ello, se ordenara la inscripción respectiva en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. 
1.2. Los hechos.

  



Soportó sus reclamaciones, en que:
a. Mediante escritura pública No. 1246 del 9 de abril de 2005, Héctor José Salemi Cartagena y Jacqueline Bueno Mattus, adquirieron la propiedad sobre el referido inmueble.

b. A partir del mes de diciembre de 2004, el demandante entró en posesión del mismo, fecha en la que los compradores “negociaron el inmueble”. 

c. Desde entonces, ejerce actos de señor y dueño, como pagar impuestos, servicios públicos, y su mantenimiento (reparaciones locativas). 

d. Durante los últimos cinco (5) años nadie lo ha supervisado, ni Héctor José, quien falleció, ni Jacqueline, de quien se dice que reside en Estados Unidos. 

e. El avalúo catastral del bien para la fecha de promoción de la demanda era de $48’280.000,oo, es decir, que está dentro del rango previsto por el artículo 44 de la Ley 9 de 1989, modificado por el 3° de la Ley 2 de 1991, para considerarlo como una vivienda de interés social, así que tiene a su favor la prescripción extraordinaria de dominio de cinco años. 
En la corrección de la demanda (f. 21, c. 1), se agregó que el avalúo catastral ascendía a $49’728.000,oo; que entró en posesión del inmueble, porque su tío, en diciembre de 2004, se lo entregó para que viviera en él y le hiciera una serie de mejoras, ya que aquel era parapléjico y tenía que ingresar a la casa en silla de ruedas; que el bien lo adquirieron en el 2004, pero solo en el 2005 se elaboró la escritura; para esa época, los propietarios vivían en Estados Unidos y la política de Héctor José era venirse a vivir a Pereira, al lado de su familia, razón por la cual le entregó a él el inmueble.

1.3. Trámite. 

  



Admitida la demanda, fue contestada por Jacqueline Bueno Mattus (f. 95, c. 1). Se refirió a los hechos y opugnó las pretensiones; propuso como excepciones las de falta de legitimación en la causa por activa, por cuanto el actor ha reconocido dominio ajeno; incumplirse el precedente de esta Sala en relación con los requisitos para calificar la vivienda como de interés social, concretamente, porque ninguna prueba se arrimó que acredite que el bien hace parte de un plan de vivienda del Estado o de particulares, lo que había dado lugar a que con antelación se hubiera rechazado una demanda similar, decisión que fue confirmada por el Tribunal Superior; temeridad, y mala fe por parte del demandante. 
  



El curador que finalmente se les nombró a los herederos de Héctor José Salemi Cartagena y a las personas indeterminadas (f. 141, c. 1), contestó (f. 148, ib.) y se atuvo al resultado del debate.
  



Decretadas y practicadas las pruebas, alegó la codemandada Jacqueline Bueno Mattus, quien insistió en sus argumentos y en que nunca se ha despojado de su condición de dueña, por el contrario, ha estado pendiente del pago del impuesto predial y de ejercitar acciones para la recuperación del inmueble. 

1.4. El fallo. 

  



Desató el juzgado la litis y declaró improcedentes las pretensiones, a la vez que condenó en costas al demandante. Para ello, tuvo en cuenta que el demandante no probó su calidad de poseedor. 
1.5. Apelación.
Recurrió el demandante, quien adujo que el fallo se sustentó exclusivamente en un contrato de arrendamiento que era inexistente, pues con fundamento en él se inició un proceso de restitución del inmueble que fracasó, por cuanto el juez de turno concluyó que la firma de ese documento obedeció a móviles diferentes, ya que el demandante fue puesto en el bien por su tío para que lo habitara y le hiciera unas adecuaciones que le permitieran a su familiar ingresar cuando viniera al país. Además, desechó la tacha del testimonio de Cecilia Cartagena de Salemi y, sin embargo, ningún valor en favor de los intereses suyos le dio. 

Luego, aportó un documento para corroborar la inexistencia del contrato de arrendamiento aludido y copia del fallo proferido por el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, en el proceso de restitución de bien arrendado que la demandada adelantó en su contra. 

   



2.
CONSIDERACIONES

   



2.1.
 Ningún reparo cabe frente a los presupuestos del proceso y no se vislumbra que la actuación esté afectada de nulidad, por lo que se resolverá de fondo la cuestión. 

  



2.2.
Para resolver lo que es motivo de alzada, la Sala abordará varios aspectos: una síntesis de la acción de pertenencia, con sus elementos; la posesión de la demandante; la interversión de la calidad de tenedor a la de poseedor, y la improsperidad de las pretensiones planteadas en la demanda que se revisa. 

   



2.3.
El derecho de dominio se adquiere, a términos del artículo 673 del Código Civil, por los modos de la ocupación, accesión, tradición, sucesión por causa de muerte y prescripción. Esta última modalidad es extintiva o adquisitiva; y la adquisitiva, a su vez, ordinaria o extraordinaria (art. 2527 ib.). En el caso de ahora, se ejercita la acción de pertenencia por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio. 

  



Entendido así, se recordará que la usucapión (art. 2518 C. Civil), impone para su prosperidad la satisfacción de unos presupuestos: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en la forma indicada; (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.

  



Y si se trata, como en este caso, de la prescripción de una vivienda de interés social, es menester acudir a la regulación del artículo 44 de la Ley 9 de 1989, modificado por el 91 de la Ley 388 de 1997, que establece que se entiende por tal, aquella que se desarrolle para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos, efecto para el cual, cada Plan Nacional de Desarrollo debe establecer el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los hogares, las condiciones de la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda. En todo caso, dicho precio debe corresponder al valor de la vivienda en el momento de la adjudicación o adquisición.

  



Sobre este último aspecto, es decir, el de la época del precio, tiene claro la parte demandante, pues así reiteradamente lo dijo en sus alegatos, que es el que tenga el bien para cuando se causa el derecho a adquirir por prescripción, como ha sido ya señalado por esta Sala
 y la jurisprudencia nacional
; y si se aduce que el demandante empezó a poseer en el 2004, quiere decir que el derecho se habría consolidado en el 2009, para cuando, desde la Ley 813 de 2003, se había fijado un tope de 135 SMLMV, que se ha mantenido hasta la actualidad (art. 90, Ley 1753 de 2015). 

  



Como complemento, el artículo 51 de la Ley 9 de 1989, señala que a partir del 1° de enero de 1990, se reduce a cinco años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva extraordinaria de viviendas de interés social; y a tres para la ordinaria. 

  



En cualquier caso, el pilar de todo está en la prueba de la posesión, sobre la que el artículo 762 del C. Civil prescribe que es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos elementos los que la configuran, uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño, la que debe aflorar de la prueba que se recauda, tendiente a establecer los actos materiales y externos que el usucapiente ha ejecutado continuamente sobre el bien, durante el tiempo exigido por la ley
.

    



2.4.
Corresponde definir en este caso si el demandante probó ser poseedor del inmueble trabado en la litis o no; y si resulta positiva la primera respuesta, desde cuándo, pues de allí depende la suerte de lo que reclama, teniendo en cuenta, adicionalmente, que aduce que se trata de una vivienda de interés social. 

  



Para empezar por esto último, a decir verdad en el asunto que se examina, faltó acreditar la calidad de la vivienda, aspecto que en varias ocasiones ha sido tratado por la Sala
. Como viene de decirse, dos son los elementos que deben cumplirse para tal efecto: el precio y la destinación del bien, esto es, que sirva a una solución habitacional para personas de escasos recursos. En estos requisitos no juega aquel elemento que en anterior ocasión tuvo en cuenta otra Sala de esta Corporación (f. 89, c. 1), atinente a que el bien debe hacer parte de un plan de vivienda o de una solución que brinde el Estado. Nunca esta Sala lo ha considerado de esa manera, y por ello, se aparta de tal definición, por cuanto en ninguna de las normas referidas se incluye un presupuesto de esa naturaleza; basta con que el inmueble constituya una verdadera solución habitacional y que esté dentro del rango de precios que señala la ley. 

  



La cuestión es que, como se advirtió antes, el avalúo a tener en cuenta es el comercial, y para el caso, ha debido ser el correspondiente al año 2009, que es cuando, según los hechos de la demanda, se cumplirían los cinco años de la alegada posesión. El valor máximo para ese año ascendía a $67’081.500,oo  (que resulta de multiplicar 135 por el salario mínimo de ese año). Sin embargo, la única prueba que se trajo sobre el valor comercial del predio, es el dictamen que reposa a partir del folio 52 del cuaderno 5, en el que el perito se contrae al año 2013 y concluye que era del orden de los $73’800.000,oo. Este valor es inaceptable, porque no corresponde al año en el que, en apariencia, se cumplió el tiempo para ganar por prescripción; y tampoco se aportó ninguna otra prueba que indique cuánto valía el bien, comercialmente se insiste, para ese año 2009, con lo que se podría concluir que falla ese primer presupuesto para la viabilidad de las pretensiones. 

  



Se dirá que con la práctica de prueba de oficio tal omisión se podría remediar, dado que sí hubo aquí un principio de prueba, solo que, ni el juez, ni la parte interesada, atinaron a concretar el avalúo para la fecha que era relevante. Sin embargo, inútil sería recurrir a ese remedio oficioso, por cuanto, en todo caso, aun establecido que sí se trata de una vivienda de interés social, se identifica la Sala con la conclusión del juez de primer grado, en el sentido de que el demandante no logró demostrar la posesión, como elemento axial de la usucapión.  
  



En efecto, en su libelo inicial señaló que llegó al predio como poseedor, en el mes de diciembre de 2004; luego explicó (f. 12), que su tío Héctor José Salemi Cartagena, se lo entregó para que viviera allí y le hiciera unas mejoras, pues pensaba venirse a vivir a Pereira, junto con su familia, y su ingreso tenía qué hacerlo en silla de ruedas. 

  



No se requieren muchas elucubraciones para entender, con ese solo pasaje de la demanda, que el demandante no entró al inmueble como poseedor; lo hizo por la sola voluntad de su tío de que viviera allí y se encargara de hacerle unas mejoras para que cuando él viniera pudiera ingresar con su silla de ruedas. Es decir, que nunca se despojaron los propietarios de su calidad de tales, simplemente le permitieron al señor Andrés Orozco la tenencia del inmueble, mientras ellos estuvieran fuera. 
   



Eso mismo es lo que refieren los testigos. Jhon Eduard Suárez Acosta (f. 1, c. 5), relató que Andrés vive en la casa en disputa desde hace diez o doce años, pues el tío que vive en Estados Unidos se la entregó para que la arreglara; cuando el tío vino de Estados Unidos estuvo viviendo allí y se volvió a ir, pero le siguió encargando los arreglos a Andrés, quien siguió al cuidado de la casa, a pesar de la muerte de su familiar. Se refirió a que el demandante le ha hecho mantenimiento a la casa, a la rampa para permitir el ingreso a un discapacitado; y fue contradictorio en el tiempo de ocupación por parte de Andrés, primero dijo que, de diez a doce años, luego que cinco o seis. 

  
 


Cecilia Cartagena Román (f. 4., c. 5), abuela del demandante, dijo que su nieto adquirió la casa en el mes de noviembre de 2004, porque su hijo Héctor José se la encargó; como el bien quedaba solo, porque este vivía en Estados Unidos, le ordenó a Andrés que se fuera a vivir allí para que lo cuidara, ya que él pensaba venirse a vivir a Pereira; en el mes de marzo de 2005, Andrés estuvo presente para finiquitar la compra del inmueble, y a su regreso a Estados Unidos le indicó a Andrés que realizara unas adecuaciones para cuando viniera, pero falleció en el mes de julio de ese año. Agregó que su nieto le hizo al inmueble las mejoras que fue necesitando, pintura, arreglo de puertas, techos, goteras, y estuvo ocupándolo. Dijo que no le consta quién paga los impuestos, pero supone que ha sido Andrés, ante la ausencia de Jacqueline Bueno. Sobre las mejoras en concreto, dijo que Andrés hizo un pequeño declive del piso del garaje para facilitar el desplazamiento de Héctor José en su silla de ruedas, además de los arreglos aludidos.

  



Fabio Enrique Posada Vélez (f. 7, c. 5), señaló que Andrés se ocupa de la vivienda y la mantiene en buen estado; arregló unas goteras, hizo una rampa en el piso, pintó. No sabe quién paga los impuestos; lo que sabe es que el tío Héctor le dijo a Andrés que se fuera a vivir a la casa. 

   



De estos tres testimonios no se infiere, en lo más mínimo, que Andrés Orozco Salemi hubiese llegado al inmueble ubicado en la carrera 2 No. 22-28 de Pereira, en calidad de poseedor; recibió un encargo de su tío Héctor, para que cuidara la casa y, a la vez, le hiciera unas mejoras, para cuando él regresara de Estados Unidos, lo que se frustró con su muerte (f. 9, c. 1). Es decir, que su ingreso al predio fue como mero tenedor. 

   



Y si ello es así, bien sabido se tiene que “El simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión”, según regula el artículo 777 del C. Civil. Esta regla, tajante como es, admite, no obstante, que un tenedor pueda intervertir su título, esto es, pasar de serlo, a considerarse verdadero poseedor del bien que quiere usucapir. Mas, para ello es imprescindible que se demuestre, de un lado, que hubo esa intención de cambio; que el mismo efectivamente ocurrió, es decir, que en un momento dado se rebeló contra el propietario y lo despojó de su posesión; y cuándo operó, de lo contrario, ningún beneficio puede reportar para sí, con miras a ganar por el modo de la prescripción, el dominio del bien. 

  


Recientemente, reiteró la Corte los requisitos que deben cumplirse para hablar de una verdadera interversión. Dijo: 

Además, cuando la persona que acude a dicha acción acepta haber ejercido actos de tenencia sobre el bien objeto de la misma y aduce que modificó esa situación porque ahora se considera detentador con ánimo de señor y dueño, también es menester que acredite el momento de tal cambio, puesto que la jurisprudencia ha establecido que 

 

A pesar de la diferencia existente entre ‘tenencia’ y ‘posesión’, y la clara disposición del artículo 777 del C.C., según el cual ‘el simple lapso del tiempo no muda la mera tenencia en posesión’, puede ocurrir que el tenedor cambie su designio, transmutando dicha calidad en la de poseedor, mediante la interversión del título, caso en el cual, se ubica en la posibilidad jurídica de adquirir la cosa por el modo de la prescripción. Si ello ocurre, esa mutación debe manifestarse de manera pública, con verdaderos actos posesorios a nombre propio, con absoluto rechazo del titular y acreditarse plenamente por quien se dice ‘poseedor’, tanto el momento en que operó esa transformación, como los actos categóricos e inequívocos que contradigan el derecho del propietario, puesto que para efectos de la prescripción adquisitiva de dominio, no puede computarse el tiempo en que se detentó el objeto a título precario, dado que éste nunca conduce a la usucapión; sólo a partir de la posesión puede llegarse a ella, por supuesto, si durante el periodo establecido en la ley se reúnen los dos componentes a que se ha hecho referencia. (…) De conformidad con lo anterior, cuando para obtener la declaratoria judicial de pertenencia, se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, que fue la que en este caso el Tribunal interpretó como pedida, sin que ese entendimiento haya merecido reparo, el demandante debe acreditar, además de que la solicitud recae sobre un bien que no está excluido de ser ganado por ese modo de usucapir, que igualmente ha detentado la posesión pública, pacífica e ininterrumpida por el tiempo previsto por la ley; empero, si originalmente se arrogó la cosa como mero tenedor, debe aportar la prueba fehaciente de la interversión de ese título, esto es, la existencia de hechos que la demuestren inequívocamente, incluyendo el momento a partir del cual se rebeló contra el titular y empezó a ejecutar actos de señor y dueño desconociendo el dominio de aquel, para contabilizar a partir de dicha fecha el tiempo exigido de ‘posesión autónoma y continua’ del prescribiente. (CSJ SC de 8 ago. 2013, rad. nº 2004-00255-01)

  



Lo dicho se traduce en que, si acaso se aceptara que para cuando se promovió la demanda, en el mes de junio de 2011, Andrés Orozco era poseedor, como es evidente que su ingreso al inmueble fue como mero tenedor, y se desconoce cuándo fue que hizo suyos y manifiestos los actos de señor y dueño, contra los intereses de los propietarios del inmueble, esto es, la sucesión de Héctor José Salemi y Jacqueline Bueno Mattus, imposible se torna señalar que tal condición mutó cinco años atrás. 

     



Esto se insiste, en caso de admitir que era poseedor, lo que, a decir verdad, como se analizó en primera instancia, no fue probado. Ya se hizo alusión a los testimonios, de los cuales, lo único que emerge es que él recibió el inmueble como tenedor, y que durante los años en los que ha vivido allí, le ha hecho mantenimiento, obras que, claro está, se esperan de quien habita un inmueble cualquiera, sin que de ellas puede desprenderse necesariamente, la manifiesta intención de considerarse señor y dueño. 
   



A ello se suma que los testimonios aportados por la demandada (f. 14 y ss. c, 6), coinciden en la forma en que fue entregado el inmueble al demandante, a título de mera tenencia; además, en que la demandada nunca ha sido ajena a su condición de propietaria del mismo, si bien le hizo firmar un contrato de arrendamiento, inició en su contra un proceso reivindicatorio, es quien paga el impuesto predial, por conducto de una de las deponentes, concretamente, Nydia Adriana López Marín (f. 16, c. 6). 

   



Todo esto tiene soporte documental. El aludido contrato de arrendamiento (f. 44, c. 1), celebrado entre las partes el 22 de marzo de 2005, fue aportado en copia, pero puede ser valorado por el reconocimiento implícito que implica el que la parte demandante no lo hubiese redargüido de falso.  Aunque las partes no fueron del todo transparentes en el desarrollo del proceso al aportar las pruebas, el demandante, porque a última hora, con la sustentación del recurso saca a relucir unos documentos que, estando en su poder, debió presentar con la demanda misma, o al descorrer el traslado de las excepciones; y la demandada, porque nada dijo del resultado del proceso de restitución que inició contra el señor Orozco Salemi con fundamento en dicho contrato, todo indica que este fracasó; sin embargo, lo que se quiere destacar es que, cualquiera que hubiera sido ese resultado, lo que es incontestable es que al firmar el contrato, se reconoció dominio ajeno. Y lo que es más diciente aún, es que la copia de la respuesta a esa demanda de restitución, que tampoco fue discutida por el demandante (f. 45 a 49, c. 1), da cuenta de que la demandante, una vez murió el señor Héctor José Salemi, le exigió la entrega del inmueble, por medio de una persona delegada por ella, a lo que respondió que cuando se le pagaran las mejoras, procedería a la devolución. 

   



Luego, fue demandado en un proceso reivindicatorio, en el año 2009, como se desprende de las copias que reposan a folios 111 a 133 del cuaderno 5). 
   



Critica el recurrente que el Juzgado le diera valor demostrativo al contrato de arrendamiento, por cuanto tal convenio fue una mera distracción, como quedó evidenciado en la sentencia que le puso fin al proceso de restitución iniciado por la demandante contra el demandado. Es probable que, si dentro del postulado de la buena fe, las partes, ambas, hubiesen puesto al juez en el verdadero contexto de lo que ocurrió en ese proceso, su análisis hubiera podido ser un tanto diferente. Sin embargo, ya se dijo que de ese contrato lo que emerge es, simplemente, que el demandado reconoció dominio ajeno, cualquiera que hubiera sido la verdadera intención de los contratantes, por lo que esa réplica se viene a menos, tanto más, cuando el juez carecía de elementos demostrativos del hecho que ahora se saca a relucir, con una prueba que pudo haberse allegado oportunamente, por la fecha en la que se produjo el fallo.

  



2.5.
Recapitulando, se tiene que para este caso concreto, las pretensiones del demandante tenían que fracasar por múltiples razones: (i) no demostró que fuera poseedor del bien a usucapir; (iii) su condición al ingresar al bien fue de mero tenedor; (iii) si alguna vez intervirtió su título, lo que nunca demostró, carece de respaldo probatorio cuándo pudo darse esa circunstancia; y (iv) falta la prueba idónea que permita establecer que, para el año 2009, la vivienda que se disputa, fuera de interés social. 

   



En consecuencia, se confirmará el fallo protestado. 

   



Las costas en esta sede, serán a cargo del demandante y a favor de la demandada. Se liquidarán de manera concentrada, ante el juez de primer grado, siguiendo las reglas del artículo 366 del Código General del Proceso, dado que el tránsito de legislación debe darse a partir, inclusive, de la notificación de esta providencia. Para tal fin, en auto separado se señalarán las agencias en derecho. 

   



3.
DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que dictó el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 21 de agosto de 2015, en el proceso abreviado de pertenencia de vivienda de interés social, instaurado por Andrés Orozco Salemi frente a Jacqueline Bueno Mattus, los herederos de Héctor Andrés Salemi Cartagena y  las demás personas indeterminadas.

Costas a cargo de la parte demandante y en favor de la demandada, que se liquidarán siguiendo las pautas del artículo 366 del CGP.  

Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


    DUBERNEY GRISALES HERRERA

 Con salvamento parcial de voto
� Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, sentencia de julio 18 de 2011, radicado 66001-31-03-005-2009-00072-01, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia SC11641-2014, del 1° de septiembre de 2014, M.P. Ariel Salazar Ramírez. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia SC10189-2016, del 27 de julio de 2016, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.


� Recientemente, en la sentencia del 14 de marzo de 2018, radicado 2012-00252-01. M.P. Duberney Grisales Herrera


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia SC10189-2016, del 27 de julio de 2016, radicado 6800131030022007-00105-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. 
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